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 14162 Sala Segunda. Sentencia 211/1005, de 18 de 
julio de 2005. Recurso de amparo 1511-2005. 
Promovido por don José Monedero Angora 
frente a los Autos de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional que acordaron su ingreso 
en prisión para entregarlo a Francia.
Alegada vulneración de los derechos a la lega-
lidad penal, a un proceso con garantías, a la 
tutela judicial y la libertad personal: prisión 
provisional cuya validez se encuentra desvincu-
lada de la orden europea de detención y 
entrega.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm 1511-2005, promovido 
por don José Monedero Angora, representado por el Pro-
curador de los Tribunales doña Beatriz Sanchez-Vera 
Gómez-Trelles y asistido por el Abogado don Manuel 
Cobo del Rosal, contra el Auto dictado el 18 de febrero
de 2005, por la Sala de lo Penal (Sección Tercera), de la 
Audiencia Nacional, que desestimó el recurso de súplica 
interpuesto el 9 de febrero de 2005 contra el Auto de 31 de 
enero del mismo año, por el que se acordaba el ingreso 
en prisión, con carácter instrumental del recurrente, para 
poder hacer efectiva su entrega a Francia. Ha intervenido 
el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don 
Ramón Rodríguez Arribas, quien expresa el parecer de la 
Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 4 de marzo de 2005, doña Beatriz 
Sánchez-Vera y Gómez-Trelles, Procuradora de los Tribu-
nales, en nombre y representación de don José Mone-
dero Angora, y asistido por el Letrado don Manuel Cobo 
del Rosal, interpuso recurso de amparo contra el Auto de 
la Sección Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional de 18 de febrero de 2005, que resuelve el recurso 
de súplica contra el Auto del mismo órgano judicial de 31 
de enero de 2005, dictado en el procedimiento de orden 
europea de detención y entrega núm. 19-2004, por el que 
se acuerda el ingreso en prisión provisional del deman-
dante con carácter instrumental para proceder a su 
entrega a Francia, a la que se había accedido por Auto de 
la Audiencia Nacional de 22 de diciembre de 2004, resolu-
ción esta última cuya impugnación también se interesaba 
en el recurso.

2. La demanda de amparo trae causa, en síntesis, de 
los siguientes hechos:

a) Por el Tribunal de Gran Instancia de Pau (Repú-
blica Francesa) se dictó orden europea de detención y 
entrega sobre el demandante de amparo para el cumpli-
miento de la Sentencia 40/1993, de 12 de enero de 1993, 
del mismo Tribunal, por la que, juzgado en rebeldía bajo 
acusación de ser el proveedor principal de una red de 
hachís entre febrero de 1991 y 28 de enero de 1992, se le 
declaró culpable de tráfico de drogas y se le condenó a 

cinco años de prisión, de la que quedaba por cumplir cua-
tro años y ocho meses.

b) Por el Juzgado Central de Instrucción núm. 4 se 
dictó Auto el día 23 de junio de 2004 en cuyos anteceden-
tes fácticos se hacía constar que el día 19 de junio se había 
comunicado la detención del demandante, el mismo 19 
de junio había sido presentado en calidad de detenido 
ante el Juzgado de guardia de Sagunto, y celebrada la 
audiencia prevista en el art. 505 LECrim, el Ministerio Fis-
cal interesó la prisión provisional, en tanto que el dete-
nido solicitó su libertad. Por Auto de esa misma fecha se 
acordó decretar su prisión provisional, siendo ratificada 
previa audiencia del reclamado por resolución de 23 de 
junio de 2004. Asimismo se recoge que celebrada la 
audiencia del art. 14 de la Ley 3/2003, se pusieron en 
conocimiento del demandante los hechos por los que era 
reclamado y la posibilidad de consentir voluntariamente 
la entrega, manifestando que no prestaba su consenti-
miento y que no consentía cumplir la pena en el Estado de 
emisión.

En la parte dispositiva de la citada resolución se 
acordó elevar las actuaciones a la Sección Tercera de la 
Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional para su resolu-
ción, recogiendo que el plazo de sesenta días concluiría el 
siguiente día 16 de agosto de 2004, concurriendo a juicio 
del instructor la causa facultativa de denegación a la entrega 
prevista en la letra f) del art. 12.2 Ley Orgánica 3/2003.

c) Por la representación procesal del demandante se 
presentó escrito solicitando la libertad provisional ale-
gando, además de la inexistencia de riesgo de fuga y la 
prescripción del delito, la existencia de un error en la 
identificación de la persona reclamada, solicitando por 
ello que se practicaran las debidas diligencias en aras a la 
plena identificación de tal identidad. En Auto de 20 de 
julio de 2004, la Sección Tercera de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional acordó desestimar la solicitud 
de libertad y mantener la prisión provisional, siendo no 
obstante modificada tal decisión por Auto de la misma 
Sección de 27 de julio de 2004, en el que se decretaba la 
libertad provisional en tanto se practicasen las diligencias 
de identificación solicitadas por el demandante.

d) Por Auto de 22 de diciembre el citado órgano judi-
cial, considerando acreditado que la persona requerida 
era el demandante, se acuerda acceder a la entrega, con-
dicionada, en atención a lo dispuesto en el art. 11 núm. 2 
de la Ley 3/2003, a que en caso de condena firme, el recla-
mado sea devuelto a España para cumplir la pena impuesta, 
debiendo tenerse en cuenta que la Sentencia condenato-
ria admite oposición al ser una resolución en rebeldía y 
que el asunto puede ser nuevamente juzgado. Asimismo, 
se establece, conforme al art. 19 de la citada Ley, que 
deberá informarse a Eurojust que no han podido cum-
plirse los plazos exigidos, dado el tiempo transcurrido en 
la contestación del requerimiento acerca de la identidad 
del reclamado.

Por el demandante se interpuso escrito de aclaración 
contra el Auto de entrega, relativo a la identidad de la per-
sona cuya entrega se solicita y a la legislación aplicable, 
por considerar el demandante que habría de ser la vía 
extradicional y no la euroorden, siendo rechazada la acla-
ración solicitada por providencia de la Audiencia Nacional 
de 31 de enero de 2005 «al no estar incluido lo que se pide 
en los supuestos previstos en el art. 267 LOPJ». Dicha pro-
videncia fue notificada por error a persona distinta del 
recurrente.

e) Por Auto de 31 de enero de 2005 acordó la Sección 
Tercera de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional el 
ingreso en prisión de don José Monedero Angora, con 
carácter instrumental, para el cumplimiento de la con-
dena impuesta por las autoridades de Francia, no siendo 
necesario acordar su comparecencia. Interpuesto recurso 
de súplica por el demandante contra la citada resolución, 
en el cual, además de oponer argumentos contra la deci-
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sión relativa a la prisión provisional, se aduce también 
que todavía no se ha contestado a su escrito de aclaración 
y que antes de decretar la prisión habría debido respon-
derse al mismo, la Sala dictó nuevo Auto el día 18 de 
febrero de 2005 en que se acordó la desestimación del 
recurso por entender que la medida de prisión adoptada 
era necesaria para que el reclamado pueda ser entregado 
a las autoridades francesas.

3. La demanda de amparo se fundamenta en los 
siguientes motivos:

a) En primer lugar, se afirma la vulneración del 
principio de legalidad penal, consagrado en el artículo 
25.1 de la Constitución, en relación con la vulnera-
ción del principio de reciprocidad recogido en el art. 
13.3 CE, por cuanto los hechos enjuiciados se produje-
ron entre febrero de 1991 y enero de 1992, recayendo 
Sentencia condenatoria el 12 de enero de 1993, de 
manera que en virtud de la declaración que hizo la 
República de Francia al art. 32 de la Decisión marco 
sobre la orden europea de detención y entrega, en la 
que se dispone que, como Estado de la ejecución, 
seguirá tramitando con arreglo al sistema de extradi-
ción aplicable antes del 1 de enero de 2004, las solici-
tudes relativas a actos cometidos antes de 1 de 
noviembre de 1993, la regulación legal de dichas 
órdenes continuaría tramitándose conforme al sis-
tema vigente en España antes del 1 de enero de 2004, 
es decir, la Ley 4/1985, de 21 de marzo, debido al art. 
13.3 CE que establece que debe preponderar el prin-
cipio de reciprocidad. En el momento de los hechos, 
así como de la originaria orden de detención proce-
dente de Francia, emitida el 14 de octubre de 1992, la 
ley vigente no era la Ley 3/2003; por ello, entiende el 
recurrente, se vulnera el art. 25.1 CE por la pretensión 
de aplicar extensivamente in malam partem o de 
forma analógica las leyes penales. También denuncia 
la vulneración del principio de legalidad en el razona-
miento por el que justifica la resolución impugnada la 
ampliación del plazo de entrega, al considerar que no 
se cumplen las circunstancias establecidas en el art. 
19 de la Ley 3/2003 por lo que el plazo excedido impe-
diría la entrega.

b) En segundo lugar, y derivado del motivo ante-
rior, aduce también la vulneración del derecho a un 
proceso con todas las garantías por cuanto, de una 
parte, no podrá obtenerse una respuesta ni razonada ni 
fundada en Derecho si no se aplica la ley vigente al 
momento en que se produjeron los hechos. De otra, 
porque la aplicación de la norma orden europea de 
detención y entrega supone una vulneración y merma 
de las posibilidades de defensa, produciéndose la inde-
fensión del recurrente de amparo.

c) Por último, se invoca también el derecho funda-
mental a obtener la tutela efectiva de Jueces y Tribunales 
en el ejercicio de intereses legítimos sin que, en ningún 
caso pueda producirse indefensión, en relación con el 
derecho fundamental a la libertad (art. 17.1 CE), por consi-
derar el recurrente que la pena impuesta en la Sentencia 
de 12 de enero de 1993 por el tribunal francés ha prescrito 
según las leyes españolas, no habiéndose interrumpido la 
prescripción hasta el 18 de junio de 2004 en que se proce-
dió a la detención del recurrente de amparo.

En consecuencia, solicita que se declare la nuli-
dad de los Autos de 18 de febrero y 31 de enero de 
2005, que decretan y confirman la prisión provisio-
nal, así como también la retroacción de actuaciones 
al momento inmediatamente posterior a la recepción 
de la orden europea de detención y entrega. En un 
otrosí se solicita asimismo «la urgente suspensión 
del Auto de 31 de enero de 2005. por el que se accede 
a la entrega a Francia de mi representado» y, des-
pués, en un segundo suplico, y mencionado junto a 

los otros dos citados, se solicita la suspensión del 
Auto de 22 de diciembre de 2004, que es el que 
acuerda la entrega.

4. La Sala Segunda de este Tribunal, por providencia 
de 4 de abril de 2005, acordó admitir a trámite la demanda 
de amparo y, en aplicación de lo dispuesto en el art. 51 
LOTC, dirigir comunicación a la Sección Tercera de la Sala 
de lo Penal de la Audiencia Nacional, al objeto de que, en 
plazo que no excediese de diez días, remitiese certifica-
ción o fotocopia adverada de las actuaciones correspon-
dientes al rollo de Sala núm. 124-2004 incluidas las 
correspondientes a la orden europea de detención y 
entrega núm. 19/2004 del Juzgado Central de Instrucción 
núm. 4. Asimismo, por providencia de la misma fecha, se 
acordó formar la oportuna pieza para la tramitación del 
incidente de suspensión en la que, tras los trámites opor-
tunos, se dictó por la Sala Segunda de este Tribunal Auto 
de 9 de mayo de 2005, por el que se acordaba la no sus-
pensión de los Autos objeto del recurso.

5. Contra el Auto de 9 de mayo de 2005 por el que se 
acordaba no acceder a la suspensión solicitada, mediante 
escrito registrado en este Tribunal el 20 de mayo de 2005 
se interpuso por la representación procesal del actual 
demandante de amparo recurso de súplica, que fue des-
estimado por Auto de 20 de junio de 2005.

6. Por diligencia de ordenación de la Secretaría de 
Justicia de la Sala Segunda de este Tribunal de 24 de 
mayo de 2005 se acordó dar vista de las actuaciones a las 
partes personadas y al Ministerio Fiscal por plazo común 
de veinte días para presentar las alegaciones que estima-
sen pertinentes, de conformidad con el art. 52.1 LOTC.

7. El Ministerio Fiscal, mediante escrito registrado 
en este Tribunal el 24 de junio de 2005, evacuó dicho 
trámite interesando la desestimación de la demanda de 
amparo, en virtud de las siguientes consideraciones. En 
primer lugar, manifiesta la necesidad de identificar pre-
viamente la resolución realmente impugnada, ya que, 
resultando determinante, no queda claro en la demanda. 
Expone que tanto en el encabezamiento como en el 
suplico del recurso el recurrente interesa la nulidad de 
los Autos que decretan y confirman la prisión provisio-
nal, considerando, además, que no parece que pueda 
discutirse la entrega del reclamado, pues el Auto de 22 
de diciembre de 2004, por el que se acuerda, es firme al 
no caber recurso alguno contra él (art. 18.2 Ley 3/2003), 
y al no haber sido impugnado en amparo ya que la 
actual demanda se interpone el 4 de marzo de 2005, 
esto es, fuera del plazo de veinte días que señala el art. 
44.2 LOTC. En el recurso de súplica interpuesto contra 
el Auto de la Sala Segunda de este Tribunal por el que 
se desestimaba la suspensión interesada, el deman-
dante, quizá consciente de esa extemporaneidad, sos-
tenía que la demanda de amparo impugnaba el Auto de 
22 de diciembre de 2004 y los Autos que acordaban la 
prisión, porque entre todos ellos existe una evidente 
conexión, argumentando, además, que el plazo para 
interpone el amparo no comenzó al notificarse el Auto 
de 22 de diciembre, ya que contra este último se había 
interpuesto recurso de aclaración que no había sido 
resuelto motivadamente, sino desde el 23 de febrero de 
2005, fecha de notificación del Auto de 18 de febrero de 
2005 que confirmaba la prisión provisional.

Frente a esa argumentación del recurrente, mani-
fiesta el Ministerio Fiscal que consta en las actuaciones 
que la Audiencia Nacional contestó, por providencia de 
3 de enero de 2005 la aclaración solicitada por el ahora 
demandante, denegándola por improcedente, hecho 
que bastaría para considerar que la parte ha alargado 
artificialmente el plazo de recurso y que, por tanto la 
demanda, en relación con la impugnación del Auto de 
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22 de diciembre, es extemporánea, siendo sólo el 
demandante responsable de tal extemporaneidad. A 
ello no obsta la defectuosa notificación de tal providen-
cia, pues el escrito de aclaración era manifiestamente 
improcedente. Por lo demás, manifiesta el Ministerio 
Fiscal que la afirmación de que la entrega y la prisión 
son decisiones entrelazadas a efectos de su recurribili-
dad no es admisible, por lo que considera, en suma, 
que en lo que se refiere a la entrega a Francia acordada 
por Auto de 22 de diciembre de 2004, la demanda de 
amparo es extemporánea.

No obstante, para el caso de que no se considerara 
de ese modo, considera que, de una parte, el motivo 
relativo al principio de legalidad del art. 25.1 CE en rela-
ción con el principio de reciprocidad del art. 13.3 CE, 
estaría incurso en causa de inadmisión del art. 44.1 c) 
LOTC por falta de invocación previa, dado que no se 
invocó tal derecho fundamental ante la Sala de lo Penal 
de la Audiencia Nacional; de otra parte, y en cualquier 
caso, debería ser desestimado, y ello porque, por un 
lado, la orden europea de detención se emitió el 21 de 
junio de 2004, y por tanto con posterioridad a la entrada 
en vigor de la Ley 3/2003, sin que la fecha de los hechos 
constituya obstáculo alguno a la entrega según la dis-
posición transitoria segunda de la citada Ley. Y, por 
otro, porque la consideración de la aplicación del prin-
cipio de reciprocidad en relación con la declaración 
efectuada por Francia a la euroorden responde a una 
cuestión de legalidad ordinaria al entrar de lleno en la 
selección de la norma aplicable.

Por lo que respecta a la queja sustentada sobre la vul-
neración del derecho a un proceso con todas las garantías 
(art. 24.2 CE) en relación con el derecho a la tutela judicial 
efectiva sin indefensión (art. 24.1 CE), en realidad su argu-
mentación se basa en haber aplicado la Ley 3/2003 cuando 
debió serlo la anterior legislación sobre extradición 
pasiva, por lo que la respuesta habría de ser la misma que 
la formulada para el motivo anterior.

Por último, en relación con el motivo tercero, referido 
al derecho a la libertad del art. 17.1 CE, que en opinión del 
recurrente se lesiona porque en el momento de su deten-
ción había prescrito la pena impuesta, no se aduce en la 
demanda mayor argumentación, no obstante lo cual lo 
cierto es que se refiere a un aspecto que no atañe a la 
extradición, sin que añada fundamento alguno respecto a 
la supuesta lesión a la libertad, cuya limitación ha sido en 
todo caso suficientemente justificada por los Autos que 
decretan la prisión.

8. La representación procesal del demandante, eva-
cuando idéntico trámite, presentó escrito registrado en 
este Tribunal el 20 de junio de 2005, en el que reiteró las 
alegaciones aducidas en la demanda de amparo.

9. Por providencia de 14 de julio de 2005, se señaló 
para deliberación y fallo de la Sentencia el día 18 del 
mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La presente demanda se dirige contra el Auto de 
la Audiencia Nacional de 18 de febrero de 2005 por el 
que se confirma la prisión provisional decretada por 
Auto de 31 de enero de 2005. Y las quejas se proyectan 
en torno a la pretendida vulneración del derecho a la 
legalidad penal del art. 25.1 CE en relación con el princi-
pio de reciprocidad establecido en el art. 13.3 CE, así 
como en la del art. 24, apartados 1 y 2 CE, en relación 
con el derecho a la libertad recogido en el art. 17.1 CE, 
en las que habría incurrido la Audiencia Nacional, en el 
Auto de 22 de diciembre de 2004, al acceder a la entrega 
del demandante reclamado por Francia en virtud de la 
errónea aplicación de la Ley 3/2003 que regula la orden 

europea de detención y entrega, siendo aplicable, por 
el contrario, el Convenio europeo de extradición, y al 
considerar que el delito por el que se ha solicitado, y 
acordado, la entrega, ha prescrito tanto según la legis-
lación española como según la francesa.

El Ministerio fiscal solicita la desestimación de la 
demanda de amparo, por entender, en primer lugar, que 
con relación al Auto de 22 de diciembre de 2004, por el 
que se acuerda la entrega, el recurso es extemporáneo, 
toda vez que se interpone una vez superado el plazo de 
veinte días que establece el artículo 44.2 LOTC, sin que la 
alegación del demandante relativa a que se interpuso 
contra dicho Auto recurso de aclaración cuya respuesta 
no fue notificada a la parte permita eludir tal extempora-
neidad, dada la manifiesta improcedencia de tal recurso. 
Del mismo modo, no resulta procedente la alegación de 
que el Auto de 22 de diciembre que acuerda la entrega 
guarda conexión con las resoluciones posteriores que 
decretan la prisión provisional a efectos de su recurribili-
dad. En segundo lugar, y para el caso de que no se aten-
diera a tal extemporaneidad, considera el Ministerio Fis-
cal que ninguno de los motivos de amparo merece su 
estimación, por cuanto, de una parte, ninguna vulnera-
ción del derecho a la legalidad penal (art. 25.1 CE) puede 
apreciarse en la decisión de la Audiencia Nacional, en la 
medida en que la orden europea de detención y entrega 
es de fecha posterior a la entrada en vigor de la Ley 3/2003, 
siendo una cuestión de legalidad ordinaria la aplicación 
del principio de reciprocidad en este caso y sin que pueda 
apreciarse vulneración alguna del art. 24 CE.

2. Para el correcto análisis de la demanda de amparo, 
resulta primordial determinar, con carácter previo, la con-
creta resolución judicial contra la que se dirige la queja, 
no resultando de la lectura del recurso si son los Autos de 
18 de enero y 31 de febrero de 2005 que, respectivamente, 
decretan y confirman la prisión provisional –tal como 
parece inferirse del encabezamiento y suplico de la 
demanda– o si, en cambio, es el Auto de 22 de diciembre 
de 2004, por el que se acuerda la entrega del demandante 
a Francia, la resolución impugnada –tal como ha de con-
cluirse de la exposición de hechos y de los fundamentos 
jurídicos donde se enumeran los motivos de amparo. La 
presente cuestión se revela, por lo demás, esencial, en la 
medida en que, frente a las manifestaciones del deman-
dante, no pueden dichas resoluciones judiciales de la 
Audiencia Nacional considerarse entrelazadas a efectos 
de su recurribilidad, sino que, por el contrario, poseen, 
tanto por su contenido como por su separación temporal, 
carácter autónomo.

En relación con este último aspecto, y acerca de la 
concatenación de resoluciones a efectos de su recurri-
bilidad, hemos afirmado que «cuando se impugna en 
amparo una resolución confirmatoria de otras que han 
sido lógica y cronológicamente presupuesto de aqué-
lla, debe entenderse que se recurren también las reso-
luciones confirmadas, aunque las mismas no lo hayan 
sido de forma expresa» (SSTC 115/2002, de 20 de mayo, 
FJ 2; 130/2001, de 4 de junio, FJ 1; 214/2000, de 18 de 
septiembre). No obstante, tal conclusión no se muestra 
aplicable al caso que nos ocupa, y ello precisamente 
porque entre el Auto de la Audiencia Nacional que 
acuerda la entrega y los Autos posteriores que decretan 
la prisión provisional no cabe hallar esa conexión lógica 
citada. En este sentido, ciertamente la decisión del 
ingreso en prisión provisional del reclamado es una 
medida funcional a la entrega, en la medida en que la 
finalidad de la medida cautelar no es otra que la de ase-
gurar la viabilidad de la previa decisión de acceder a lo 
solicitado por la República de Francia. No obstante, ello 
no es suficiente para entender ambas decisiones vincu-
ladas a efectos de su recurribilidad, por la evidente 
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razón de que, aun estando funcionalmente conectadas, 
ambas decisiones poseen un carácter plenamente autó-
nomo, no siendo confirmación las segundas de la pri-
mera, dirimiéndose en ellas cuestiones distintas y, en 
suma, adquiriendo firmeza la primera con independen-
cia de las segundas. Ello impide, en conclusión, inter-
pretar la demanda de amparo como una queja dirigida 
conjuntamente contra el Auto relativo a la entrega y los 
que establecen la medida cautelar, lo que, por lo demás, 
se muestra evidente de la lectura de los motivos de 
amparo, en los cuales no cabe hallar, como luego reite-
raremos, reproche alguno dirigido contra estos últi-
mos.

3. La conclusión a la que acabamos de llegar 
resulta, como anticipábamos, esencial para un correcto 
análisis de la demanda, y ello porque, una vez afirmado 
que no cabe considerar las resoluciones cronológica-
mente posteriores (Autos de 31 de enero y 18 de febrero 
de 2005, que acuerdan la prisión provisional) como una 
unidad a efectos de la interposición del recurso de 
amparo con el Auto anterior de 22 de diciembre de 
2004, la conclusión que de ello se desprende es que, 
con relación a esta última resolución, la demanda debe 
considerarse extemporánea, al haber sobrepasado hol-
gadamente el plazo de veinte días que para la interposi-
ción del amparo establece el art. 44.2 LOTC. En efecto, 
consta en las actuaciones que el citado Auto por el que 
se acuerda la entrega fue notificado a la representación 
procesal del actor el 28 de diciembre de 2004, y no es 
hasta el 4 de marzo de 2005 cuando se presenta en el 
Registro General de este Tribunal la demanda que nos 
ocupa. Tal como recuerda la STC 41/2004, de 22 de 
marzo, FJ 3, este Tribunal ha reiterado que el plazo de 
veinte días establecido en el art. 44.2 LOTC no consti-
tuye una exigencia formal sin justificación, sino que 
representa una garantía sustancial de seguridad jurí-
dica, y constituye un plazo de caducidad, improrroga-
ble, no susceptible de suspensión y, por consiguiente, 
de inexorable cumplimiento, que ha de computarse 
desde que se tiene conocimiento de la decisión lesiva 
del derecho fundamental o de la resolución del medio 
impugnatorio articulado contra ella, sin que sea admisi-
ble una prolongación artificial de la vía judicial previa a 
través de la interposición de recursos manifiestamente 
improcedentes o legalmente inexistentes contra una 
resolución firme, que provocan así una ampliación arti-
ficial del plazo para interponer el amparo y determinan, 
en consecuencia, su inadmisibilidad por extemporáneo 
(en igual sentido, SSTC 122/2002, de 20 de mayo, FJ 2; 
189/2002, de 14 de octubre, FJ 4).

Como complemento de dicha doctrina, establece, 
entre otras, la ya citada STC 189/2002, de 14 de octubre, FJ 4, 
que, a la hora de enjuiciar el carácter manifiestamente 
improcedente, las exigencias del principio de seguridad 
jurídica han de armonizarse con el respeto al pleno conte-
nido del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), 
y no puede exigirse, por lo demás, al litigante que renun-
cie a un recurso, asumiendo el riesgo de lo que, a su juicio 
y razonablemente, pudiera suponer una falta de agota-
miento de la vía judicial previa. Todo ello conduce a una 
aplicación restrictiva del concepto de recurso improce-
dente a los efectos de la determinación de la extempora-
neidad, circunscribiéndola a los casos en los que tal 
improcedencia derive de manera terminante, clara e 
inequívoca del propio texto legal, sin dudas que hayan de 
resolverse con un criterio interpretativo de alguna dificul-
tad (en este sentido, también, las SSTC 4/2000, de 17 de 
enero, FJ 2; 218/2000, de 18 de septiembre, FJ 6; 192/2001, 
de 1 de octubre, FJ 4).

A este respecto, consta en las actuaciones que el 
Auto de 22 de diciembre de 2004 fue recurrido en acla-

ración por el ahora demandante el día 3 de enero de 
2005, si bien en dicho escrito de aclaración se alegaban, 
antes que conceptos oscuros o errores materiales, una 
serie de discrepancias de fondo, que ya habían sido 
formuladas con anterioridad y que, al menos alguna de 
ellas, son reiteradas ahora en la demanda de amparo, 
relativas a la identificación del reclamado y a la deter-
minación de la legislación aplicable. Tal solicitud de 
aclaración fue rechazada por providencia de la Sala de 
lo Penal de la Audiencia Nacional al entender que «son 
supuestos que no están incluidos en el art. 267 de la 
LOPJ». Pues bien, del propio contenido del escrito de 
aclaración, y de la respuesta al mismo dada por la 
citada providencia, podemos concluir que la improce-
dencia se infiere de modo claro y terminante, constitu-
yendo tal actuación del actor una prolongación artificial 
del procedimiento. La conclusión que de ello se deriva 
es la inadmisión, ex art. 44.2 en relación con el art. 50.1 
a) LOTC, de la demanda de amparo en lo relativo a las 
quejas dirigidas contra el Auto de 22 de diciembre de 
2004 que accede a la entrega solicitada por Francia, sin 
que, por lo demás y tal como lo entiende el Ministerio 
Fiscal, permitan salvar tal obstáculo procesal las irregu-
laridades producidas en la notificación de la citada pro-
videncia al actor, toda vez que ninguna incidencia ha de 
tener tal circunstancia en la calificación, como mani-
fiestamente improcedente, del escrito de aclaración.

4. Despejado ese primer aspecto, procede desesti-
mar la demanda de amparo, y ello porque en la misma 
no se formula queja alguna relativa a la vulneración de 
derechos fundamentales en que habrían incurrido los 
Autos de 18 de febrero y de 31 de enero de 2005 que 
decretanla prisión provisional. Así, tanto el motivo de 
amparo sustentado sobre la vulneración de la legalidad 
penal (art. 25.1 CE) en relación con el principio de reci-
procidad establecido en el art. 13.3 CE, como el segundo 
motivo de amparo en el que se denuncia la vulneración 
del derecho a la tutela judicial efectiva y el derecho a un 
proceso con todas las garantías (art. 24.1 y 2 CE) se funda-
mentan en la aplicación por parte de la Audiencia Nacional 
de la Ley 3/2003, reguladora de la euroorden como base 
legal habilitante para la entrega, en lugar de la aplica-
ción de la legislación extradicional que, a juicio del 
actor, habría sido la procedente, dirigiéndose ambas 
quejas, entonces, contra la decisión de entrega acor-
dada por el ya citado Auto de 22 de diciembre de 2004. 
Y lo mismo puede decirse del tercer motivo de amparo, 
en el que se conectan los dos derechos citados del art. 
24 CE con el derecho a la libertad (art. 17.1 CE), por 
cuanto tal denuncia se fundamenta en que el procedi-
miento seguido contra el reclamado, y que dio lugar a 
su detención el 18 de junio de 2004, está basado en una 
pena impuesta por un Tribunal francés que habría pres-
crito tanto según la legislación francesa como según la 
española. Es decir, el motivo de amparo se dirige con-
tra el procedimiento de euroorden seguido y, en conse-
cuencia, contra la conclusión de tal procedimiento en el 
Auto de 22 de diciembre de 2004, oponiendo el recu-
rrente la alegación relativa a la prescripción en tanto 
causa de denegación de la entrega según lo dispuesto 
en el art. 12.2 i) de la Ley 3/2003.

No pudiendo concretarse motivo alguno de denun-
cia contra los Autos de la Audiencia Nacional contra los 
que se dirige formalmente la demanda, queda ésta 
huérfana de todo contenido a que pudiera darse res-
puesta por este Tribunal, máxime teniendo en cuenta 
que, como en multitud de ocasiones hemos afirmado, 
en aplicación de lo dispuesto en el art. 49 LOTC, cuando 
se alega una violación constitucional es carga del recu-
rrente no solamente abrir la vía para que este Tribunal 
pueda pronunciarse, sino proporcionar también las ale-
gaciones de hechos, su justificación documental y la 
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 14163 Pleno. Sentencia 212/2005, de 21 de julio de 2005. 
Conflicto positivo de competencia 4215/1996.
Promovido por el Consejo Ejecutivo de la 
Generalidad de Cataluña frente a la Orden del 
Ministerio de Educación y Cultura, por la que 
se conceden ayudas de educación especial 
para el curso 1996-1997.

Competencias sobre educación e igualdad de 
los españoles en el ejercicio del derecho a la 
educación (STC 188/2001). Delimitación par-
cial. Voto particular.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por 
doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta, don Gui-
llermo Jiménez Sánchez, don Vicente Conde Martín de 
Hijas, don Javier Delgado Barrio, doña Elisa Pérez Vera, 
don Roberto García-Calvo y Montiel, don Eugenio Gay 
Montalvo, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Ramón 
Rodríguez Arribas, don Pascual Sala Sánchez, don Manuel 
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el conflicto positivo de competencia núm. 4215/1996, 
promovido por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad de 
Cataluña frente a la Orden de 1 de julio de 1996, del Minis-
terio de Educación y Cultura, por la que se conceden ayu-
das de educación especial para el curso 1996-1997. Ha 
comparecido y formulado alegaciones en la representa-
ción que ostenta el Abogado del Estado. Ha sido Ponente 
el Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien expresa 
el parecer del Pleno.

I. Antecedentes

1. El día 21 de noviembre de 1996 el Letrado de la 
Generalidad de Cataluña, en representación de su Con-
sejo de Gobierno, interpone conflicto positivo de compe-
tencia en relación con la Orden de 1 de julio de 1996 del 
Ministerio de Educación y Cultura, por la que se conceden 
ayudas de educación especial para el curso 1996-1997.

La fundamentación del conflicto, resumidamente, es 
la siguiente:

a) Después de aludir a las actuaciones procesales 
previas a la interposición del conflicto positivo de compe-
tencia (en particular, al requerimiento de incompetencia 
planteado por el Gobierno de la Generalidad al Gobierno 
de la Nación y a la aceptación parcial y profuturo del 
mismo, todo ello considerado insuficiente por el Gobierno 
autonómico), el Letrado de la Generalidad de Cataluña 
comienza sus alegaciones señalando que, según se des-
prende del propio título de la Orden impugnada, nos 
hallamos una vez más ante una controversia en materia 
de subvenciones. El ámbito material principalmente afec-
tado es el correspondiente a la «educación», corolario de 
la enseñanza. Las ayudas, sin embargo, también tienen 
relación con la «asistencia social» por tener como desti-
natarios a alumnos discapacitados y a sus familias.

Con todo, no parece existir disparidad entre los 
Gobiernos del Estado y de la Generalidad de Cataluña 
para encuadrar el conflicto en el binario educación-ense-
ñanza. La diferencia estriba en el alcance que el Estado pre-
tende dar a sus títulos competenciales (art. 149.1.1 y 30 CE), 
con lo que vacía de contenido la competencia de la Gene-
ralidad en materia de enseñanza (art. 15 EAC).

Desde los primeros años de actividad del Tribunal 
uno de los temas que más reclamó su atención fue el de 
las subvenciones. En este sentido, es muy abundante la 
jurisprudencia constitucional sobre el reparto compe-
tencial en relación con aquéllas, siendo dicha jurispru-
dencia muy estable (SSTC 79/1992, 330/1993, 213/1994, 
59/1995 y 68/1996, entre otras). Específicamente, en la 
STC 13/1992, FFJJ 7 y 8, se encuentran recogidos los 
criterios de distribución competencial a tener en cuenta, 
que son de plena aplicación a este caso. Hay que desta-
car, entre dichos criterios, que las dotaciones presu-
puestarias destinadas al fomento deben ser distribui-
das entre las Comunidades Autónomas según criterios 
objetivos o mediante convenios ajustados a los princi-
pios constitucionales; además, el Estado no puede con-
dicionar o limitar las subvenciones más allá de los títu-
los en que se ampare su intervención, acomodando a 
tales títulos la normativa subvencional y permitiendo 
que las Comunidades ejerzan sus competencias ejecuti-
vas, salvo que la medida haga necesaria la gestión cen-
tralizada.

A juicio del letrado de la Generalidad, el Gobierno del 
Estado, al regular ciertas subvenciones, desconoce los 
criterios jurisprudenciales indicados. El supuesto de las 
ayudas relacionadas con el estudio es paradigmático, 
pues la Administración estatal sigue pretendiendo que el 
régimen de las mismas se caracterice por la más absoluta 
uniformidad y que su otorgamiento se resuelva también 
centralizadamente.

Este conflicto que ahora se plantea tiene evidentes 
puntos en común con el planteado por la propia Gene-
ralidad en relación con la Orden del Ministerio de Edu-
cación y Ciencia de 15 de junio de 1994, por la que se 
convocan becas y ayudas al estudio de carácter general 
para estudios universitarios y medios para el curso aca-
démico 1994-1995 y que dio lugar al conflicto núm. 
3386/1994. Sin embargo, dice el Letrado de la Generali-
dad, entre ambos conflictos existen algunas notas dife-
renciadoras que se expondrán más adelante. No obs-

fundamentación jurídica, pues no corresponde al Tribu-
nal Constitucional la reconstrucción de oficio de las 
demandas, ni tampoco suplir las razones de la parte 
cuando éstas no se aportan de modo comprensible en 
el recurso (SSTC 5/2002, de 14 de enero, FJ 1; 40/2002, 
de 14 de febrero, FJ 6). Procede, por ello, desestimar el 
recurso de amparo

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar la demanda de amparo presentada por 
don José Monedero Angora.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de julio de dos mil cinco.–
Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de 
Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y ru-
bricado. 


